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LEY 1510 DE 2012
 

(enero 24 de 2012)

 

por la cual se crea la Estampilla Prodesarrollo de la Unidad
Central del Valle del Cauca – Uceva, y se dictan otras

disposiciones.

 
 

El Congreso de Colombia,
 
 

DECRETA:
 
Artículo 1°. Créase la Estampilla "Prodesarrollo Unidad Central del Valle del Cauca
– Uceva".

 
 

Artículo 2°. Autorízase a la Asamblea Departamental del Valle
del  Cauca,  para  que  ordene  la  emisión  de  la  Estampilla
"Prodesarrollo de la Unidad Central del Valle del Cauca –
Uceva".
 
 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1510-de-2012/


Artículo 3°. El valor correspondiente al recaudo por concepto de lo establecido en el artículo 1° de la

presente  Ley,  se  distribuirá  y  destinará  para  financiar  el  desarrollo  de  todas  las  actividades  físicas,

académicas, de investigación, extensión y proyección social, de bienestar académico de la Uceva, o sea

gastos de inversión.  En funcionamiento,  solo  se podrá destinar,  el  porcentaje  que decida el  Consejo

directivo, para el pago de docentes.

 
Parágrafo.  Autorízase al  Consejo  Directivo de la  Unidad Central  del  Valle  del  Cauca,  para establecer

anualmente el monto y la destinación de los recursos obtenidos, según las prioridades y necesidades de la

institución.

 

 

Artículo 4°. La emisión de la Estampilla "Prodesarrollo Unidad
Central  del  Valle  del  Cauca  –  Uceva",  cuya  creación  se
autoriza, será hasta porla suma de cien mil millones de pesos
($100.000.000.000,00), el monto total recaudado se establece a
precios constantes del año 2011.

 
 
Artículo 5°. Autorízase a la asamblea departamental del Valle del Cauca, para
que determine los elementos del gravamen, de conformidad con  el  artículo  338  de

laConstitución Nacional. Establécele como hechos gravables o base imponible de la estampilla, que por

la presente ley se crea: La contratación que realicen las entidades públicas del orden departamental. Los

recibos,  constancias,  autenticaciones,  guías  de  transporte,  títulos  académicos,  permisos  y  certificaciones

que emitan las entidades del nivel departamental. Las novedades de personal que se produzcan en el

departamento a excepción de la nómina o pago mensual de los servidores del departamento.

 

Parágrafo.  La ordenanza que expida la  Asamblea Departamental  del  Valle  del
Cauca, en desarrollo de lo dispuesto en la presente Ley, será dada a conocer al
Gobierno Nacional, a través de los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y de
Educación Nacional.
 
 
Artículo 6°. Facúltese a los Concejos Municipales del departamento del Valle del
Cauca para que hagan obligatorio el uso de la estampilla que autoriza la presente



Ley.
 
 
Artículo 7°. Autorízase al departamento del Valle del Cauca para recaudar los
valores producidos por el uso de la estampilla "Prodesarrollo de la Unidad Central
del  Valle del  Cauca – Uceva",  en las actividades que se deban realizar en el
departamento, en los municipios que determine la Asamblea Departamental, en
las  entidades descentralizadas  de unos  y  otros  y  en las  entidades del  orden
nacional que funcionen en el departamento del Valle del Cauca.
 
Parágrafo 1°. El traslado de los recursos provenientes de la estampilla a la Unidad
Central  del  Valle  del  Cauca,  en  ningún  caso  superará  los  treinta  (30)  días
siguientes al recaudo respectivo.
 
 
Artículo  8°.  La  obligación  de  adherir  y  anular  la  estampilla  a  que  se  refiere  la
presente Ley, quedará a cargo de los servidores públicos del  orden  departamental,

municipal y nacional con asiento en el departamento del Valle del Cauca, que intervengan en los hechos,

actos  administrativos  u  objetos  del  gravamen.  El  incumplimiento  de  esta  obligación  generará  las

responsabilidades disciplinarias, fiscales y penales correspondientes.

 
Parágrafo 1°. Establézcase como obligatorio el uso de la estampilla en los institutos descentralizados y

entidades del orden nacional que funcionen en el departamento del Valle del Cauca.

 
 

Artículo 9°. El recaudo total de la estampilla se destinará a
lo  establecido  en  el  artículo  3°  de  la  presente  ley.  El
recaudo y pago de la estampilla tendrá una contabilidad única
especial y separada.
 
Parágrafo. La tarifa contemplada en esta ley no podrá exceder hasta el dos por ciento (2%) del valor total

del hecho, acto administrativo u objeto del gravamen.

 
 

Artículo 10. El Control al traslado de los recursos, a la



inversión de los fondos del cumplimiento de la presente ley,
estará a cargo de la Contraloría Departamental del Valle del
Cauca.

 
 
Artículo 11. Esta ley rige a partir de su promulgación.
 

 
El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Manuel Corzo Román.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Simón Gaviria Muñoz.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 24 de enero de 2012.

 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
 



El Ministro del Interior y de Justicia,

Germán Vargas Lleras.

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Juan Carlos Echeverry Garzón.

LEY 1509 DE 2012
LEY 1509 DE 2012

 
 

 

LEY 1509 DE 2012
 

(enero 24 de 2012)

 

por la cual se autoriza a la Nación a capitalizar a Colombia Telecomunicaciones S.
A. E.S.P.

 
 

El Congreso de la República
 
 

DECRETA:
 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1509-de-2012/


Artículo 1°. Autorízase a la Nación para concurrir a la capitalización de Colombia
Telecomunicaciones S. A. E.S.P., mediante la asunción de las obligaciones de pago
en cabeza de dicha sociedad derivadas del contrato de explotación de bienes,
activos y derechos celebrado con el patrimonio autónomo receptor de activos de la
Empresa Nacional de Telecomunicaciones, Telecom en liquidación y las Empresas
Teleasociadas  liquidadas,  hasta  por  un  porcentaje  de  dichas  obligaciones
equivalente  a  la  participación  accionaria  de  la  Nación  en  Colombia
Telecomunicaciones S. A. E.S.P., a cambio de acciones. La capitalización podrá
hacerse mediante la asunción de deudas o el aporte de créditos a cambio de
acciones, la realización de aportes en especie u otra modalidad de fortalecimiento
patrimonial.
 
Las operaciones aquí autorizadas, se encuentran condicionadas a que se verifique lo

previsto en el artículo 2° de la presente ley.

 

Estas operaciones se realizarán a través del  Ministerio de Hacienda y Crédito
Público de forma simultánea o posterior a la fecha en que el accionista mayoritario
concurra a la capitalización o asunción de las obligaciones de pago del contrato de
explotación y no afectarán el cupo de endeudamiento.
 
Las obligaciones de pago del contrato de explotación que asuma la Nación, en
virtud de la presente ley se entenderán como obligaciones contingentes, en la
medida que el valor a pagar por la Nación es determinado o determinable a partir de

factores  identificados  por  la  ocurrencia  de  un  hecho  futuro  o  incierto.  Para  respaldar  el  compromiso,  la

Nación deberá presupuestar anualmente en el rubro de servicio de deuda el pago a que haya lugar.

 
Parágrafo. Las obligaciones contingentes de las que trata el presente artículo, no se entenderán atendidas

por el Fondo de Contingencias de las Entidades Estatales, creado por el artículo 2° de la Ley 448 de 1998.

 

Artículo 2°. En desarrollo de las operaciones de que trata la presente ley, y en
aplicación de las normas societarias y estatutarias correspondientes, se autoriza a
la Nación para aprobar la decisión de fusionar Colombia Telecomunicaciones S.A.,
absorbiendo a otras compañías del sector de las Tecnologías de la Información y
las Comunicaciones. Las condiciones de intercambio de la fusión aceptables para
la Nación, serán determinadas por el Conpes, con base en los estudios técnicos de



valoración correspondientes.

 
 
Artículo 3°.  El  reconocimiento y pago de los derechos pensiónales de Telecom y sus Teleasociadas

liquidadas, seguirán rigiéndose por las normas vigentes sobre la materia y, en consecuencia, en caso de

que los recursos de su liquidación sean insuficientes, las respectivas obligaciones laborales estarán a cargo

de la Nación, Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, de conformidad con lo

previsto por la Ley 651 de 2001 y el Decreto-ley 254 de 2000.

 
 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga
las disposiciones que le sean contrarias.

 
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Manuel Corzo Román.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Simón Gaviria Muñoz.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL



 
Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 24 de enero de 2012.

 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Carlos Echeverry Garzón.

LEY 1508 DE 2012
LEY 1508 DE 2012

 
LEY 1508 DE 2012

(enero 10 de 2012)

por la cual se establece el régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas, se dictan normas

orgánicas de presupuesto y se dictan otras disposiciones.

 

*Notas de vigencia*

 
Modificado por el Ley 1753 de 2015, publicada en el Diario Oficial No. 49538 de 9 de junio de 2015. "Por

la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”.

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1508-de-2012/


Modificado por el Decreto 2294 de 2012, publicado en el Diario Oficial No. 48608 Jueves, 8 de

noviembre de 2012: "Por el cual se corrige un yerro en el artículo 36 de la Ley 1508 del 10 de enero de

2012."

 
*Notas Reglamentarias*

 
Reglamentada por el Decreto 1467 de 2012, publicado en el Diario Oficial No. 48483 del Viernes, 6 de

julio de 2012.

 
 

El Congreso de Colombia

 

DECRETA:

 

Artículo 1°. Definición. Las Asociaciones Público Privadas son
un  instrumento  de  vinculación  de  capital  privado,  que  se
materializan en un contrato entre una entidad estatal y una
persona  natural  o  jurídica  de  derecho  privado,  para  la
provisión de bienes públicos y de sus servicios relacionados,
que involucra la retención y transferencia de riesgos entre
las  partes  y  mecanismos  de  pago,  relacionados  con  la
disponibilidad y el nivel de servicio de la infraestructura
y/o servicio.

 

 
Artículo 2°. Concesiones. Las concesiones de que trata el numeral 4 del artículo 32 de laLey 80 de

1993,  se  encuentran  comprendidas  dentro  de  los  esquemas  de  Asociación  Público  Privadas.  Las

concesiones vigentes al momento de la promulgación de la presente ley se seguirán rigiendo por las

normas vigentes al momento de su celebración.

 
 



Artículo 3°. Ámbito de aplicación. La presente ley es aplicable a todos aquellos contratos en los cuales

las entidades estatales encarguen a un inversionista privado el diseño y construcción de una infraestructura

y sus servicios asociados, o su construcción, reparación, mejoramiento o equipamiento, actividades todas

estas que deberán involucrar la operación y mantenimiento de dicha infraestructura. También podrán

versar sobre infraestructura para la prestación de servicios públicos.

 
En  estos  contratos  se  retribuirá  la  actividad  con  el  derecho  a  la  explotación  económica  de  esa

infraestructura o servicio, en las condiciones que se pacte, por el tiempo que se acuerde, con aportes del

Estado cuando la naturaleza del proyecto lo requiera. Los procesos de selección y las reglas para la

celebración y ejecución de los contratos que incluyan esquemas de Asociación Público Privada se regirán

por lo dispuesto en la Ley 80 de 1993 y laLey 1150 de 2007, salvo en las materias particularmente

reguladas en la presente ley.

 
Parágrafo 1°. Sólo se podrán realizar proyectos bajo esquemas de Asociación Público Privada cuyo monto

de inversión sea superior a seis mil (6.000) smmlv. 

 
Parágrafo 2°.  Aquellos sectores y entidades para las cuales existan normas especiales que regulen la

vinculación de capital privado para el desarrollo de proyectos, continuarán rigiéndose por dichas normas o

darán  cumplimiento  a  lo  previsto  en  la  presente  ley,  una  vez  se  encuentren  reglamentadas  las

particularidades aplicadas en dichos sectores.

 
Parágrafo  3°.  El  Gobierno  Nacional  podrá  reglamentar  las  condiciones  para  el  cumplimiento  de  la

disponibilidad, los niveles de servicio, estándares de calidad, garantía de continuidad del servicio y más

elementos que se consideren necesarios para el desarrollo de los esquemas de Asociación Pública Privada a

que se refiere la presente ley, pudiendo aplicar criterios diferenciales por sectores.

 
 
Artículo 4°. Principios generales. A los esquemas de asociación público privada les son aplicables los

principios de la función administrativa, de contratación y los criterios de sostenibilidad fiscal.

 
Los esquemas de Asociación Público Privada se podrán utilizar cuando en la etapa de estructuración, los

estudios económicos o de análisis de costo beneficio o los dictámenes comparativos, demuestren que son

una modalidad eficiente o necesaria para su ejecución.

Estos instrumentos deberán contar con una eficiente asignación de riesgos, atribuyendo cada uno de ellos a

la parte que esté en mejor capacidad de administrarlos, buscando mitigar el impacto que la ocurrencia de

los mismos pueda generar sobre la disponibilidad de la infraestructura y la calidad del servicio.

 



 
Artículo  5°.  Derecho  a  retribuciones.  *Modificado  por  la  Ley  1753  de  2015,  nuevo  texto*  El

derecho al  recaudo de recursos por la explotación económica del proyecto, a recibir  desembolsos de

recursos  públicos  o  a  cualquier  otra  retribución,  en  proyectos  de  asociación  público  privada,  estará

condicionado a la disponibilidad de la infraestructura, al cumplimiento de niveles de servicio, y estándares

de  calidad  en  las  distintas  unidades  funcionales  o  etapas  del  proyecto,  y  los  demás  requisitos  que

determine el reglamento.

Parágrafo 1. En los esquemas de asociación público privada podrán efectuarse aportes en especie por parte

de las entidades estatales. En todo caso, tales aportes no computarán para el límite previsto en los artículos

13, 17 Y18 de la presente ley

 
Los gobiernos locales y regionales podrán aplicar la plusvalía por las obras que resulten de proyectos de

asociación público privada.

Parágrafo 2. En los contratos para ejecutar proyectos de asociación público privada podrá pactarse el

derecho a retribución por unidades funcionales, previa aprobación del Ministerio u órgano cabeza del sector

o quien haga sus veces a nivel territorial, siempre y cuando:

a) El proyecto se encuentre totalmente estructurado.

b)  El  proyecto  haya  sido  estructurado,  contemplando  unidades  funcionales  de  infraestructura,  cuya

ejecución podría haberse realizado y contratado en forma independiente y autónoma, y la remuneración

estará condicionada a la disponibilidad de la infraestructura y al cumplimiento de niveles de servicio y

estándares de calidad previstos para las respectivas unidades funcionales.

e) Las demás condiciones que defina el Gobierno Nacional, entre estas el correspondiente monto mínimo de

cada unidad funcional.

Parágrafo 3. Complementario a lo previsto en el parágrafo anterior, en los contratos para ejecutar proyectos

de asociación público privada podrá pactarse el derecho a retribución por etapas, entendiéndose por etapa,

cada una de las fases sucesivas en el tiempo, definidas en el contrato, en las que se desarrollan o mejoran

unidades funcionales específicas, previa aprobación del Ministerio u órgano cabeza del sector o quien haga

sus veces a nivel territorial, siempre y cuando:

a) El proyecto se encuentre totalmente estructurado.

b) Durante el plazo inicial del contrato se ejecuten todas las



etapas previstas.

e) El proyecto haya sido estructurado en etapas sucesivas en
el  tiempo,  de  acuerdo  con  las  necesidades  del  servicio
respecto de las cuales se define un alcance específico en el
contrato  y  sus  correspondientes  niveles  de  servicio  y
estándares  de  calidad.

d) La retribución al inversionista privado estará condicionada a la disponibilidad de

la infraestructura, al cumplimiento de niveles de servicio
estándares de calidad.

e) Las demás condiciones que defina el Gobierno Nacional,
entre estas el correspondiente monto mínimo de cada etapa.

Parágrafo 4. En proyectos de asociación público privada de iniciativa pública del orden nacional, la entidad

estatal  competente  podrá  reconocer  derechos  reales  sobre  inmuebles  que  no  se  requieran  para  la

prestación del  servicio  para el  cual  se desarrolló  el  proyecto,  como componente de la  retribución al

inversionista privado.

El Gobierno reglamentará las condiciones bajo las cuales se realizará el reconocimiento de los derechos

reales y de explotación sobre inmuebles, garantizando que su tasación sea acorde con su valor en el

mercado y a las posibilidades de explotación económica del activo. Adicionalmente, se incluirán en dicha

reglamentación las condiciones que permitan que el inversionista privado reciba los ingresos de dicha

explotación  económica  o  enajenación,  condicionados  a  la  disponibilidad  de  la  infraestructura  y  al

cumplimiento de los estándares de calidad y niveles de servicio pactados.

Parágrafo 5. En caso de que en el proyecto de asociación público privada la entidad estatal entregue al

inversionista privado una infraestructura existente en condiciones de operación, la entidad estatal podrá

pactar el derecho a la retribución de los costos de operación y mantenimiento de esta infraestructura

existente condicionado a su disponibilidad, al cumplimiento de los niveles de servicio y estándares de

calidad.

Parágrafo 6. En proyectos de asociación público privada, podrán establecerse, unidades funcionales de

tramos de túneles o de vías férreas, en virtud de las cuales se predicará únicamente disponibilidad parcial y

estándar de calidad para efectos de la retribución. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.



 

*Notas de vigencia*

 
Artículo modificado por el artículo 37 de la Ley 1753 de 2015, publicada en el Diario Oficial No. 49538

de 9 de junio de 2015. "Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un

nuevo país”.

 
*Notas Jurisprudenciales*

 

Corte Constitucional

La Corte Constitucional declaró INEXEQUIBLE la expresión “del orden nacional”, contenida en el parágrafo

4, Mediante la Sentencia C-346/17 de 24 Mayo; Magistrado Ponente Dr. Gloria Stella Ortiz Delgado.

 
 
*Texto Original de Ley 1508 de 2012*

 

Artículo 5.  Derecho a retribuciones. El derecho al recaudo de recursos por la explotación económica

del proyecto, a recibir desembolsos de recursos públicos o a cualquier otra retribución, en proyectos de

asociación público privada, estará condicionado a la disponibilidad de la infraestructura, al cumplimiento

de niveles de servicio, y estándares de calidad en las distintas etapas del proyecto, y los demás requisitos

que determine el reglamento.

Parágrafo. En los esquemas de asociación público privadas podrán efectuarse aportes en especie por

parte de las entidades territoriales. En todo caso, tales aportes no computarán para el límite previsto en

los artículos 13, 17 y 18 de la presente ley. Los gobiernos locales y regionales podrán aplicar la plusvalía

por las obras que resulten de proyectos app.

 
Artículo 6°. Plazo de los contratos para proyectos de asociación público privada. Los contratos

para la ejecución de proyectos de asociación público privada, tendrán un plazo máximo de treinta (30)

años, incluidas prórrogas.

 
6.1 Cuando de la estructuración financiera, y antes del proceso de selección, resulta que el proyecto tendrá

un plazo de ejecución superior al previsto en el inciso anterior, podrán celebrarse contratos de asociación



público privadas siempre que cuente con el concepto previo favorable del Consejo Nacional de Política

Económica y Social, CONPES.

 
 
Artículo  7°.  Adiciones  y  prórrogas  de  los  contratos  para  proyectos  de  asociación  público

privada. Sólo se podrán hacer adiciones y prórrogas relacionadas directamente con el objeto del contrato,

después de transcurridos los primeros tres (3) años de su vigencia y hasta antes de cumplir las primeras

tres cuartas (3/4) partes del plazo inicialmente pactado en el contrato.

 
 
Artículo 8°.  Participación de entidades de naturaleza pública o mixta.  Para  la  celebración  y

ejecución de contratos o convenios inter-administrativos regidos por la Ley 80 de 1993, 1150 de 2007 y

489 de 1998,  que tengan por  objeto  el  desarrollo  de  esquemas de asociación  público  privada,  las

entidades  estatales  deberán  cumplir  con  los  procedimientos  de  estructuración,  aprobación  y  gestión

contractual previstos en la presente ley, sin desconocer el régimen de inhabilidades e incompatibilidades

previstas en la ley.

 
Parágrafo. Se entenderán excluidos del ámbito de aplicación establecido en la presente ley, las Sociedades

de Economía Mixta en las que el Estado tenga participación inferior al cincuenta por ciento (50%), sus

filiales  y  las  Sociedades  entre  Entidades  Públicas  con  participación  del  Estado  inferior  al  cincuenta  por

ciento (50%), las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios y las Empresas Industriales y Comerciales del

Estado cuando desarrollen actividades comerciales en competencia con el  sector privado y/o público,

nacional o internacional o en mercados regulados cuando estas obren como contratantes.

 
*Notas Jurisprudenciales*

 
Corte Constitucional



La Corte Constitucional se declara INHIBIDA de fallar para decidir respecto de la demanda presentada

contra el parágrafo del artículo 8º, mediante Sentencia C-050-15, según Comunicado de Prensa No. 4

de enero 28 de 2015, Magistrada Ponente Dra. MMartha Victoria Sáchica Méndez. Fundamentos de la

decisión. "La Corte debía resolver si el contenido del parágrafo del artículo 8º acusado vulnera el

principio de igualdad, la libre competencia económica, el régimen de los servicios públicos y la cláusula

del Estado social de Derecho, al establecer una exclusión del ámbito de aplicación de esta ley, en lo

relativo a la participación de las sociedades de economía mixta y de las demás empresas allí referidas.

Sin embargo, la Corte encontró que los cargos formulados en este caso no cumplían los requisitos que la

jurisprudencia de esta Corte ha establecido como necesarios para que pueda dictarse un fallo de mérito,

entre ellos la certeza y la suficiencia de las acusaciones planteadas, por cuanto según se aprecia, de lo

que principalmente se trata, es de que la Corte dilucide una controversia interpretativa en relación con

los alcances de la norma, lo que excede el propósito de la acción pública de inconstitucionalidad. Por tal

razón, la Sala decidió inhibirse de decidir sobre lo planteado".

 
 

TÍTULO II

PROYECTOS DE ASOCIACIÓN PÚBLICO PRIVADA DE INICIATIVA PÚBLICA

 
Artículo 9°. Procedimiento de selección en proyectos de asociación público privada de iniciativa

pública. El procedimiento de selección en los proyectos de asociación público privada de iniciativa pública

será el establecido en la presente ley y en lo no contemplado en ella se regirá por lo dispuesto en el

Estatuto General de Contratación Pública.

 
 
Artículo  10.  Sistema abierto  o  de precalificación.  Para  la  selección  de  contratistas  de  proyectos  de

asociación  público  privada  de  iniciativa  pública,  podrá  utilizarse  el  sistema  de  precalificación,  en  las

condiciones  que  establezca  el  reglamento.

 

Para  el  sistema  de  precalificación,  se  conformará  una  lista  de  precalificados
mediante convocatoria pública, estableciendo un grupo limitado de oferentes para
participar en el proceso de selección.
 
El  reglamento  podrá  establecer  mecanismos  para  que  en  caso  de  requerirse
estudios adicionales, estos puedan realizarse o contratarse por los precalificados.
 
 



Artículo 11. Requisitos para abrir procesos de selección de contratistas para la ejecución de

proyectos de asociación público privada, de iniciativa pública.  En los  proyectos de asociación

público privada de iniciativa pública, la entidad que invita a participar en el proceso de selección, deberá

contar antes de la iniciación del proceso de selección con:

 

11.1  Los  estudios  vigentes  de  carácter  técnico,  socioeconómico,  ambiental,
predial,  financiero y jurídico acordes con el  proyecto,  la descripción completa del
proyecto incluyendo diseño, construcción, operación, mantenimiento, organización
o  explotación  del  mismo,  el  modelo  financiero  detallado  y  formulado  que
fundamente el valor del proyecto, descripción detallada de las fases y duración del
proyecto y justificación del plazo del contrato. El modelo financiero estatal tendrá
reserva legal.
 
11.2  Evaluación  costo  beneficio  del  proyecto  analizando  su  impacto  social,
económico y ambiental sobre la población directamente afectada, evaluando los
beneficios socioeconómicos esperados.
 
11.3 Justificación de utilizar el mecanismo de asociación público privada como una
modalidad para la ejecución del  proyecto, de conformidad con los parámetros
definidos  por  el  Departamento  Nacional  de  Planeación.  Los  análisis  señalados  en
este numeral deberán contar con concepto previo favorable del Departamento
Nacional de Planeación o de la entidad de planeación de la respectiva entidad
territorial.  Para  el  anterior  concepto,  se  deberá  contar  con  la  aprobación  del
Ministerio  de  Hacienda  y  Crédito  Público  respecto  de  las  valoraciones  de  las
obligaciones contingentes que realicen las Entidades Estatales, en desarrollo de los
Esquemas de Asociación Público Privada, en los términos definidos en la Ley 448
de 1998.
 
11.4 Análisis de amenaza y vulnerabilidad con el fin de garantizar la no generación
o reproducción de condiciones de riesgo de desastre.
 
11.5  La  adecuada  tipificación,  estimación  y  asignación  de  los  riesgos,  posibles
contingencias,  la  respectiva  matriz  de  riesgos  asociados  al  proyecto.
 
 
Artículo 12. Factores de selección objetiva. En los procesos de selección que se estructuren para



la ejecución de proyectos de asociación público privada de iniciativa pública o que requieran desembolsos

de recursos públicos, la selección objetiva se materializará mediante la selección del ofrecimiento más

favorable a la entidad y a los fines que ella busca.

Los  factores  de  escogencia  y  calificación  que  establezcan  las  entidades  en  los
pliegos de condiciones o sus equivalentes en estas contrataciones, tendrán en
cuenta los siguientes criterios:
 
12.1  La  capacidad  jurídica,  la  capacidad  financiera  o  de  financiación  y  la
experiencia  en  inversión  o  en  estructuración  de  proyectos,  serán  objeto  de
verificación  documental  de  cumplimiento  por  parte  de  las  entidades  estatales
como requisitos habilitantes para la participación en el proceso de selección y no
otorgarán puntaje. En estos casos no se exigirá Registro Único de Proponentes y la
presentación  de  esta  documentación  será  subsanable,  en  los  términos
establecidos  en  el  Estatuto  General  de  Contratación.
 
12.2 La oferta más favorable será aquella que, teniendo en cuenta los factores
técnicos y económicos de escogencia y la ponderación precisa y detallada de los
mismos, contenida en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, represente la
mejor  oferta  o  la  mejor  relación  costo-beneficio  para  la  entidad,  sin  que  la
favorabilidad  la  constituyan  factores  diferentes  a  los  contenidos  en  dichos
documentos. Dentro de tales criterios las entidades podrán considerar los niveles
de servicio y estándares de calidad, el valor presente del ingreso esperado, los
menores  aportes  estatales  o  mayor  aporte  al  Estado  según  sea  el  caso,
contraprestaciones ofrecidas por el oferente salvo en caso de contraprestaciones
reguladas o tarifas a ser cobradas a los usuarios, entre otros, de acuerdo con la
naturaleza del contrato.
 
 
Artículo 13. Adiciones y prórrogas de los contratos para proyectos de asociación público

privada de iniciativa pública. En los contratos para la ejecución de proyectos de asociación público

privada de iniciativa pública,  las adiciones de recursos del  Presupuesto General  de la Nación,  de las

entidades territoriales o de otros fondos públicos al proyecto no podrán superar el 20% del valor del

contrato originalmente pactado. En dichos contratos, las prórrogas en tiempo deberán ser valoradas por la

entidad estatal competente. Las solicitudes de adiciones de recursos y el valor de las prórrogas en tiempo

sumadas, no podrán superar el 20% del valor del contrato originalmente pactado.

 



El valor del contrato para estos efectos deberá estar expresamente determinado
en el mismo, y basarse en el presupuesto estimado de inversión o en los criterios
que se establezca en los casos de proyectos de prestación de servicios públicos.
 
Todas aquellas inversiones que no impliquen desembolsos de recursos públicos, ni
modificaciones en plazo podrán ser realizadas por el ejecutor del proyecto por su
cuenta y riesgo, sin que ello comprometa o genere obligación alguna de la entidad
estatal competente de reconocer, compensar o retribuir dicha inversión. En todo
caso,  dichas  inversiones  deben  ser  previamente  autorizadas  por  la  entidad
competente  cuando  impliquen  una  modificación  de  las  condiciones  del  contrato
inicialmente pactado y cumplir con los requisitos exigidos por la Ley 448 de 1998
que les resulten aplicables.
 
 
 

TÍTULO III
DE LOS PROYECTOS DE ASOCIACIÓN PÚBLICO PRIVADA DE INICIATIVA

PRIVADA
 
Artículo  14.  Estructuración  de  proyectos  por  agentes  privados.  Los  particulares  podrán

estructurar proyectos de infraestructura pública o para la prestación de sus servicios asociados, por su

propia cuenta y riesgo, asumiendo la totalidad de los costos de la estructuración, y presentarlos de forma

confidencial y bajo reserva a consideración de las entidades estatales competentes.

 

El proceso de estructuración del proyecto por agentes privados estará dividido en
dos (2) etapas, una de prefactibilidad y otra de factibilidad.
 
En  la  etapa  de  prefactibilidad  el  originador  de  la  propuesta  deberá  señalar
claramente la descripción completa del proyecto incluyendo el diseño mínimo en
etapa de prefactibilidad, construcción, operación, mantenimiento, organización y
explotación del mismo, alcance del proyecto, estudios de demanda en etapa de
prefactibilidad,  especificaciones  del  proyecto,  su  costo  estimado  y  la  fuente  de
financiación.
 
Para la etapa de factibilidad, la iniciativa para la realización del proyecto deberá
comprender: el modelo financiero detallado y formulado que fundamente el valor



del  proyecto,  descripción  detallada  de  las  fases  y  duración  del  proyecto,
justificación  del  plazo  del  contrato,  análisis  de  riesgos  asociados  al  proyecto,
estudios  de impacto ambiental,  económico y  social,  y  estudios  de factibilidad
técnica, económica, ambiental, predial, financiera y jurídica del proyecto.
 
En  la  etapa  de  factibilidad  el  originador  del  proyecto  deberá  anexar  los
documentos  que  acrediten  su  capacidad  jurídica,  financiera  o  de  potencial
financiación, de experiencia en inversión o de estructuración de proyectos o para
desarrollar el proyecto, el valor de la estructuración del proyecto y una minuta del
contrato a celebrar que incluya entre otros, la propuesta de distribución de riesgos.
 
En  esta  etapa  se  deberá  certificar  que  la  información  que  entrega  es  veraz  y  es
toda  de  la  que  dispone  sobre  el  proyecto.  Esta  certificación  deberá  presentarse
mediante  una  declaración  juramentada.
 
No podrán presentarse iniciativas en los casos en que correspondan a un proyecto
que,  al  momento  de  su  presentación  modifiquen  contratos  o  concesiones
existentes o para los cuales se haya adelantado su estructuración por parte de
cualquier  entidad  estatal.  Tampoco  se  aceptarán  aquellas  iniciativas  que
demanden  garantías  del  Estado  o  desembolsos  de  recursos  del  Presupuesto
General  de  la  Nación,  las  entidades  territoriales  o  de  otros  fondos  públicos,
superiores a los establecidos en la presente ley.
 
Cuando existan varios originadores para un mismo proyecto tendrá prioridad para
su estudio el primero que radique una oferta ante la entidad estatal competente y
que posteriormente sea declarada por esta como viable.
 
 
Artículo 15. Revisión previa de la iniciativa privada.  Presentada la iniciativa del proyecto en

etapa de prefactibilidad, la entidad estatal competente dispondrá de un plazo máximo de tres (3) meses

para  verificar  si  la  propuesta,  al  momento  de  ser  analizada,  es  de  interés  de  la  entidad  competente  de

conformidad con las políticas sectoriales, la priorización de proyectos a ser desarrollados y que dicha

propuesta contiene los elementos que le permiten inferir que la misma puede llegar a ser viable, sin que tal

verificación genere ningún derecho al particular, ni obligación para el Estado.

 

Resultado  de  esta  verificación,  la  entidad  estatal  competente  podrá  rechazar  la



iniciativa u otorgar su concepto favorable para que el originador de la propuesta
continúe con la estructuración del proyecto e inicie la etapa de factibilidad. Dicho
concepto, en caso de ser favorable, permitirá que el originador de la propuesta
pueda continuar con la estructuración del proyecto y realizar mayores estudios, sin
que ello genere compromiso de aceptación del proyecto u obligación de cualquier
orden para el Estado.
 
 
Artículo 16. Evaluación, aceptación o rechazo de la iniciativa privada. Presentada la iniciativa

del proyecto en etapa de factibilidad, la entidad estatal competente dispondrá de un plazo máximo de seis

(6) meses a partir de la fecha de su radicación, para la evaluación de la propuesta y las consultas a terceros

y a autoridades competentes, este estudio lo podrá hacer directamente o a través de terceros. Se podrá

prorrogar los términos del estudio hasta por un plazo igual a la mitad del plazo inicial, para profundizar en

sus investigaciones o pedir al originador del proyecto que elabore estudios adicionales o complementarios,

ajustes o precisiones al proyecto.

 

Si realizados los estudios pertinentes la entidad pública competente considera la
iniciativa viable y acorde con los intereses y políticas públicas, así lo comunicará al
originador  informándole  las  condiciones  para  la  aceptación  de  su  iniciativa
incluyendo  el  monto  que  acepta  como  valor  de  los  estudios  realizados,  con
fundamento en costos demostrados en tarifas de mercado para la estructuración
del proyecto y las condiciones del contrato. De lo contrario rechazará la iniciativa
mediante acto administrativo debidamente motivado. En todo caso la presentación
de la iniciativa no genera ningún derecho para el particular, ni obligación para el
Estado.
 
Si la iniciativa es rechazada, la propiedad sobre los estudios será del originador,
pero la entidad pública tendrá la opción de adquirir aquellos insumos o estudios
que le interesen o sean útiles para los propósitos de la función pública.
 
Comunicada la viabilidad de la iniciativa, el originador del proyecto podrá aceptar
las  condiciones  de  la  entidad estatal  competente  o  proponer  alternativas.  En
cualquier  caso,  en  un  plazo  no  superior  a  dos  (2)  meses  contados  desde  la
comunicación de la viabilidad, si no se llega a un acuerdo, se entenderá que el
proyecto ha sido negado por la entidad pública.
 



 
Artículo  17.  Iniciativas  privadas  que  requieren  desembolsos  de  recursos  públicos.

*Modificado  por  la  Ley  1753  de  2015,  nuevo  texto*  Logrado  el  acuerdo  entre  la  entidad  estatal

competente y el originador de la iniciativa, pero requiriendo la ejecución del proyecto desembolsos de

recursos públicos, se abrirá una licitación pública para seleccionar el contratista que adelante el proyecto

que el originador ha propuesto, proceso de selección en el cual quien presentó la iniciativa tendrá una

bonificación en su calificación entre el  3 y el  10% sobre su calificación inicial,  dependiendo del  tamaño y

complejidad del proyecto, para compensar su actividad previa, en los términos que señale el reglamento.

En esta clase de proyectos de asociación público privada, los recursos del Presupuesto General de la

Nación, de las entidades territoriales o de otros fondos públicos, no podrán ser superiores al 30% del

presupuesto  estimado de  inversión  del  proyecto.  Tratándose  de  proyectos  de  infraestructura  vial  de

carreteras dicho porcentaje no podrá ser superior  al  20% del  presupuesto estimado de inversión del

proyecto.

Si el originador no resulta seleccionado para la ejecución del contrato, deberá recibir del adjudicatario el

valor que la entidad pública competente haya determinado, antes de la licitación, como costos de los

estudios realizados para la estructuración del proyecto.

 
En todos los casos la entidad estatal competente, deberá cumplir con los requisitos establecidos en el

artículo 11, numerales 11.2 y siguientes de la presente ley.

 

*Notas de vigencia*

 
Artículo modificado por el artículo 38 de la Ley 1753 de 2015, publicada en el Diario Oficial No. 49538

de 9 de junio de 2015. "Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un

nuevo país”.

 
*Texto Original de Ley 1508 de 2012*

 



Artículo 17.  Iniciativas privadas que requieren desembolsos de recursos públicos. Logrado el

acuerdo entre la entidad estatal competente y el originador de la iniciativa, pero requiriendo la ejecución

del  proyecto desembolsos de recursos públicos,  se abrirá  una licitación pública para seleccionar  el

contratista que adelante el proyecto que el originador ha propuesto, proceso de selección en el cual quien

presentó la iniciativa tendrá una bonificación en su calificación entre el 3 y el 10% sobre su calificación

inicial, dependiendo del tamaño y complejidad del proyecto, para compensar su actividad previa, en los

términos que señale el reglamento.

En esta clase de proyectos de asociación público privada, los recursos del Presupuesto General de la

Nación, de las entidades territoriales o de otros fondos públicos, no podrán ser superiores al 20% del

presupuesto estimado de inversión del proyecto.

Si el originador no resulta seleccionado para la ejecución del contrato, deberá recibir del adjudicatario el

valor que la entidad pública competente haya determinado, antes de la licitación, como costos de los

estudios realizados para la estructuración del proyecto.

En todos los casos la entidad estatal competente, deberá cumplir con los requisitos establecidos en el

artículo 11, numerales 11.2 y siguientes de la presente ley.

 
 
 
 
Artículo 18. Adiciones y prórrogas de los contratos para proyectos de asociación público

privada de iniciativa privada que requieren desembolsos de recursos públicos. En los contratos

para  la  ejecución  de  proyectos  de  asociación  público  privada  de  iniciativa  privada  que  requieren

desembolsos de recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades territoriales o de otros

fondos públicos, las adiciones de recursos al proyecto no podrán superar el 20% de los desembolsos de los

recursos  públicos  originalmente  pactados.  En  dichos  contratos,  las  prórrogas  en  tiempo deberán  ser

valoradas por la entidad estatal competente. Las solicitudes de adiciones de recursos y el valor de las

prórrogas en tiempo sumadas, no podrán superar el 20% de los desembolsos de los recursos públicos

originalmente pactados.

 

Todas aquellas inversiones que no impliquen desembolsos de recursos públicos, ni
modificaciones en plazo podrán ser realizadas por el ejecutor del proyecto por su
cuenta y riesgo, sin que ello comprometa o genere obligación alguna de la entidad
estatal competente de reconocer, compensar o retribuir dicha inversión. En todo
caso,  dichas  inversiones  deben  ser  previamente  autorizadas  por  la  entidad



competente  cuando  impliquen  una  modificación  de  las  condiciones  del  contrato
inicialmente pactado y cumplir con los requisitos exigidos por la Ley 448 de 1998
que les resulten aplicables.
 
 
Artículo 19. Iniciativas privadas que no requieren desembolsos de recursos públicos. Logrado

el acuerdo entre la entidad estatal competente y el originador del proyecto, manteniendo el originador la

condición de no requerir recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades territoriales o de

otros fondos públicos para la ejecución del proyecto, la entidad competente publicará el acuerdo, los

estudios y la minuta del contrato y sus anexos por un término no inferior a un (1) mes ni superior a seis (6)

meses, en los términos que establezca el reglamento, dependiendo de la complejidad del proyecto, en la

página Web del Sistema Electrónico para la Contratación Pública "SECOP".

 

En esta publicación la entidad estatal competente señalará las condiciones que
deben cumplir eventuales interesados en participar en la ejecución del proyecto y
anunciará su intención de adjudicar un contrato al proponente originador, en las
condiciones  acordadas,  si  no  existieren  otros  interesados  en  la  ejecución  del
proyecto.
 
Transcurrido el  plazo de la publicación anteriormente referida,  sin que ningún
interesado  distinto  al  originador  del  proyecto  manifieste  a  la  entidad  estatal
competente, su interés de ejecutarlo o cumpla las condiciones para participar en
su ejecución,  se  podrá contratar  con el  originador,  de manera directa  en las
condiciones pactadas.
 
 
Artículo 20. Terceros interesados y selección.  Si  un  tercero  manifiesta  su  interés  en  ejecutar  el

proyecto, en las condiciones pactadas entre la entidad estatal competente y el originador del proyecto,

manteniendo la condición de no requerir recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades

territoriales o de otros fondos públicos para la ejecución del proyecto, deberá manifestarlo y garantizar la

presentación de la iniciativa mediante una póliza de seguros, un aval bancario u otros medios autorizados

por  la  ley,  acreditando  su  capacidad  jurídica,  financiera  o  de  potencial  financiación,  la  experiencia  en

inversión  o  en  estructuración  de  proyectos,  para  desarrollar  el  proyecto  acordado.

 

En ese caso, la entidad deberá abrir un proceso haciendo uso de la metodología



establecida  para  los  procesos  de  selección  abreviada  de  menor  cuantía  con
precalificación, para la selección del contratista entre el originador del proyecto y
los oferentes que hayan anexado garantía para la presentación de sus ofertas y
cumplan las condiciones para su ejecución.
 
*Exequible* Si como resultado del proceso de selección el proponente originador
del  proyecto  no  presenta  la  mejor  oferta,  de  acuerdo  con  los  criterios  de
evaluación establecidos, este tendrá el derecho a presentar una oferta que mejore
la del  proponente mejor calificado, en un plazo máximo de (10) diez días hábiles
contados desde la publicación del informe de evaluación de las propuestas. Si el
originador mejora la oferta se le adjudicará el contrato, una vez se cumplan los
requisitos establecidos en la presente ley.
 

*Nota Jurisprudencial*

 

Corte Constitucional

Inciso declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional

mediante Sentencia C-595-14 de 20 de agosto de 2014, Magistrado Ponente Dr.

Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

 
Si el originador no resulta seleccionado para la ejecución del contrato, deberá
recibir del adjudicatario el valor que la entidad estatal competente haya aceptado,
como costo de los estudios realizados para la estructuración del proyecto.
 
 
Artículo 21. Adiciones y prórrogas de los contratos para proyectos de asociación público

privada de iniciativa privada que no requieren desembolsos de recursos públicos. Los contratos

para la ejecución de proyectos de asociación público privada de iniciativa privada en los que no se hubiere

pactado en el contrato el desembolso de recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades

territoriales o de otros fondos, no podrán ser objeto de modificaciones que impliquen el desembolso de este

tipo de recursos y podrán prorrogarse hasta por el 20% del plazo inicial.

 

Todas aquellas inversiones que no impliquen desembolsos de recursos públicos, ni



modificaciones en plazo podrán ser realizadas por el ejecutor del proyecto por su
cuenta y riesgo, sin que ello comprometa o genere obligación alguna de la entidad
estatal competente de reconocer, compensar o retribuir dicha inversión. En todo
caso,  dichas  inversiones  deben  ser  previamente  autorizadas  por  la  entidad
competente  cuando  impliquen  una  modificación  de  las  condiciones  del  contrato
inicialmente pactado y cumplir con los requisitos exigidos por la Ley 448 de 1998
que les resulten aplicables.
 
 
 

TÍTULO IV
DISPOSICIONES COMUNES DE LOS PROYECTOS DE ASOCIACIÓN PÚBLICO

PRIVADA
 
Artículo 22. Cláusulas propias de los contratos administrativos. Los contratos para el desarrollo

de proyectos de Asociación Público Privada incluirán las cláusulas excepcionales, propias de la contratación

pública tales como la de caducidad, terminación unilateral y las demás establecidas en la ley.

 
 
Artículo  23.  Identificación  del  beneficiario  real  del  contrato  y  del  origen  de  los  recursos.Los

proponentes que participen en procesos de precalificación a los que se refiere el artículo 10 de la presente

ley y en general, en procesos de selección para el desarrollo de esquemas de Asociación Público Privada,

deberán presentar declaración juramentada en la que identifiquen plenamente a las personas naturales o

jurídicas  que  a  título  personal  o  directo  sean  beneficiarias  en  caso  de  resultar  adjudicatarios  del  futuro

contrato, así como el origen de sus recursos. Lo anterior con el fin de prevenir actividades u operaciones de

lavado de activos.

 
 
Artículo 24. Patrimonio Autónomo. Los recursos públicos y todos los recursos que se manejen en el

proyecto deberán ser administrados a través de un patrimonio autónomo constituido por el contratista,

integrado por todos los activos y pasivos presentes y futuros vinculados al proyecto. La entidad estatal

tendrá  la  potestad  de  exigir  la  información  que  estime  necesaria,  la  cual  le  deberá  ser  entregada

directamente a la solicitante por el administrador del patrimonio autónomo, en los plazos y términos que se

establezca en el contrato. Los rendimientos de recursos privados en el patrimonio autónomo pertenecen al

proyecto.

 



Parágrafo. Constituido el patrimonio autónomo, dentro de los tres (3) días hábiles
siguientes,  la  fiduciaria  deberá  reportar  a  la  Unidad  de  Información  y  Análisis
Financiero  "UIAF"  el  nombre  del  fideicomitente,  del  beneficiario,  el  valor  de  los
recursos  administrados  a  través  del  patrimonio  autónomo  constituido  por  el
contratista y la demás información que esta Unidad requiera.
 
 
Artículo 25. Registro Único de Asociación Público Privada, RUAPP. El Departamento Nacional de

Planeación administrará y reglamentará la operación del Registro Único de Asociación Público Privada,

RUAPP, el cual será público y en el que se incorporarán los proyectos que el Gobierno Nacional o las

entidades territoriales considera prioritarios, los proyectos de Asociación Público Privada en trámite tanto a

nivel nacional y territorial, su estado de desarrollo, los proyectos de Asociación Público Privada que han sido

rechazados.

 

Las entidades territoriales deberán informar al RUAPP las iniciativas que desean
desarrollar, las que se encuentren en trámite o en ejecución en su territorio.
 
 
Artículo 26. Vigencias futuras de la Nación y las entidades estatales del orden nacional para

proyectos de Asociación Público Privada. Para los contratos a que se refiere la presente ley, el CONFIS,

previo concepto favorable del Ministerio del ramo, del Departamento Nacional de Planeación y del registro

en el Banco de Proyectos de Inversión Nacional, BPIN, podrá autorizar la asunción de compromisos de

vigencias futuras, hasta por el tiempo de duración del proyecto. Cada año, al momento de aprobarse la

meta  de  superávit  primario  para  el  sector  público  no  financiero  consistente  con  el  programa

macroeconómico, el Consejo Nacional de Política Económica y Social CONPES, previo concepto del Consejo

de  Política  Fiscal  CONFIS,  definirá  el  límite  anual  de  autorizaciones  para  comprometer  estas  vigencias

futuras  para  Proyectos  de  Asociación  Público  Privada.

 

El CONFIS definirá un escenario de consistencia fiscal acorde con la naturaleza de
cada proyecto y realizará la evaluación del aporte presupuestal y disposición de
recursos públicos.
 
Previamente se deberá contar con la no objeción del Ministerio de Hacienda y
Crédito Público sobre las condiciones financieras y las cláusulas contractuales que
rigen las mismas, propuestas por la entidad estatal competente.



 
El aval fiscal que emita al CONFIS para la ejecución de un proyecto de Asociación
Público Privada en el que el contrato no esté debidamente perfeccionado, no podrá
ser objeto de reconsideración del  CONFIS cuando se exceda el  10% del  valor
inicialmente aprobado.
 
Las vigencias futuras para amparar proyectos de Asociación Público Privada de la
Nación no son operaciones de crédito público, se presupuestarán como gastos de
inversión.
 
Los recursos que se generen por la explotación de la infraestructura o la prestación
de los servicios públicos en desarrollo de Proyectos de Asociación Público Privada,
no se contabilizarán en el Presupuesto General de la Nación, durante la ejecución
del contrato.
 
 
Artículo  27.  Requisitos  para  proyectos  de  Asociación  Público  Privada  que  requieren

desembolsos  de  recursos  públicos  en  entidades  territoriales.  En  las  entidades  territoriales  el

desarrollo de este tipo de proyectos se regirá, además, por las siguientes reglas:

 

1. Para la suscripción de los contratos a que se refiere la presente ley, la entidad
territorial  deberá  acreditar  el  cumplimiento  de  los  límites  de  gasto  y  deuda
establecidos en la  Ley 358 de 1997,  617 de 2000  y  819 de 2003  y,  los
requisitos definidos en la Ley 448 de 1998 sobre aprobación de riesgos y pasivos
contingentes.  En  aquellos  casos  en  que  los  contratos  sean  cofinanciados  por  la
Nación se requerirá, además, el concepto previo y favorable del Departamento
Nacional de Planeación.
 
2. Para todos los efectos, los ingresos futuros comprometidos en este tipo de
contratos afectarán la  capacidad de pago definida en la  Ley 358 de 1997  y  las
normas que la modifiquen y complementen.
 
3. La entidad territorial deberá identificar la fuente de financiación del contrato de
tal  manera  que  los  ingresos  corrientes  comprometidos  en  la  financiación  del
mismo serán descontados de los ingresos corrientes empleados para calcular los
indicadores de capacidad de pago, establecidos en la Ley 358 de 1997.  Los



recursos de crédito que puedan ser necesarios para financiar las vigencias futuras
comprometidas se sumaran al saldo de la deuda que determinen los indicadores
de capacidad de pago, fijados en la Ley 358 de 1997.
 
4.  Cuando  el  proyecto  se  financie  con  cargo  a  ingresos  corrientes  de  libre
destinación, los mismos, no podrán ser considerados como de libre disposición en
los términos de la Ley 617 de 2000.
 
5. Solo se podrán desarrollar proyectos de asociación público privada consistentes
con los objetivos de los planes de desarrollo territorial.
 
6. *EXEQUIBLE* No se podrá celebrar este tipo de contratos durante el último año de
gobierno.
 
7. Las vigencias futuras que se expidan deberán cumplir las normas vigentes que
regulan la materia y los parámetros previstos en el presente artículo.
 
Parágrafo 1°. Los contratos que se celebren en virtud de la presente ley deberán
registrarse ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y reportarse en el
Formulario Único Territorial,  FUT, y en el Registro Único de Asociación Público
Privada, RUAPP.
 
Parágrafo 2°. Para la presentación de estos proyectos al Ministerio de Hacienda y
Crédito  Público  se  deberá  contar  con  la  validación  financiera  de  alguna  de  las
entidades  financieras  públicas  de  segundo  piso  o  estructuradoras  públicas.
 

*Notas Jurisprudenciales*

 

Corte Constitucional

La Corte Constitucional declaró EXEQUIBLE el númeral 6, por el cargo analizado, mediante la Sentencia

C-346/17 del 24 de Mayo; Magistrado Ponente Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado.

 
 
Artículo 28. Presupuestación de las Empresas Sociales del Estado. Las Empresas Sociales del

Estado que en desarrollo de la presente ley celebren contratos bajo esquemas de Asociaciones Público



Privadas,  elaborarán sus  presupuestos  anuales  con base  en  el  recaudo efectivo  realizado en  el  año

inmediatamente anterior al que se elabora el presupuesto actualizado de acuerdo con la inflación esperada

de ese año y hasta el 20% de la cartera pendiente por recaudar de vigencias anteriores. Las demás

Empresas  Sociales  del  Estado elaborarán sus  presupuestos  anuales  con base en el  recaudo efectivo

realizado en el año inmediatamente anterior al que se elabora el presupuesto actualizado de acuerdo con la

inflación esperada de ese año.  Lo anterior,  sin  perjuicio,  en ambos casos,  de los  ajustes que procedan al

presupuesto de acuerdo con el recaudo real evidenciado en la vigencia en que se ejecuta el presupuesto.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional



Apartes tachados declarados INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-263-16, Mayo 18

de 2016; Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. "En el presente caso, le correspondió a la

Corte determinar, si incorporar en una ley referente al régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas de

una medida relativa al régimen presupuestal de las Empresas Sociales del Estado que no han celebrado o

ejecutado contratos bajo los esquemas de las Asociaciones Público Privadas, quebranta o no el principio de

unidad de materia. En primer término, la Corporación encontró que en el proyecto de ley original presentado

ante el Congreso de la República por el Ministro de Hacienda y Crédito Público y la Dirección Nacional de

Planeación, aunque el título se indica que establece normas orgánicas del presupuesto, no estaba previsto el

artículo 28 que se acusa. Observó que el artículo 30 del proyecto les otorga esta categoría a los artículos 21 y

23 que aluden al registro único de Asociación Público Privada y la autorización previa del Ministerio de Hacienda

y Crédito Público para los proyectos de asociación público privada del orden nacional. De los antecedentes

legislativos, la Corte pudo concluir que el eje temático de la Ley 1508 de 2012 es el régimen jurídico de las

Asociaciones Público Privadas y que por consiguiente, el artículo 28 debía responder a ese núcleo estructural de

las relaciones entre las distintas partes de la ley, de modo que la razón del precepto parcialmente demandado

radica que en el Congreso de la República quiso incentivar el desarrollo de las Asociaciones Público Privadas

mediante  la  incorporación  presupuestal  de  hasta  el  20% de  cartera  vigente  por  recaudar  de  vigencias

anteriores, propósito que quedó consignado en la primera parte del artículo 28. La Corte observó que el texto

de los artículos 1º y 3º de la Ley 1508 de 2012 que definen las Asociaciones Público Privadas y los contratos a

los cuales es aplicable esta ley, no deja duda acerca de la orientación de la ley y de la falta de conexión del

segmento censurado con esa orientación legislativa que está presidida por la adopción del régimen jurídico de

las asociaciones Público Privadas, régimen al que nada aporta una previsión presupuestal relativa a Empresas

Sociales de Estado que no hayan celebrado contratos bajo el esquema de la mencionadas Asociaciones. De otra

parte, el Tribunal reiteró que la inclusión de varios temas en una misma ley no autoriza que cada una de las

materias tratadas integre un compartimento absolutamente separado de los demás ámbitos temáticos, pues de

entenderlo así, su simple mención en el título de la ley, todas las normas orgánicas del presupuesto quedarían

expuestas a su modificación e incluso, la referencia a “otras disposiciones”, abriría la posibilidad de involucrar

cualquier materia en la ley. El mayor peso del principio democrático no puede ser llevado al extremo, pues

quedarían vaciados de su contenido los artículos 158 y 169 de la Constitución. En este sentido, para que una

pluralidad de temas pueda tener adecuado acomodo en una sola ley acorde con el principio de unidad de

materia, entre los varios temas debe haber una indiscutible conexión. En este orden, la Corte concluyó que el

aparte normativo demandado del artículo 28 de la Ley 1508 de 2012 establece una materia extraña al eje

temático  definidor  de  esta  ley,  por  cuanto  no  expresa  ningún contenido  conexo  con  las  Asociaciones  Público

Privadas, como se desprende del hecho de referirse a empresas que no decidan celebrar contratos bajo ese

esquema. Tampoco, encontró una conexidad causal, temática, sistemática o teleológica de una regulación

presupuestal de las Empresas Sociales del Estado con el régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas.

Por  consiguiente,  se  impuso  la  declaración  de  inconstitucionalidad  del  segmento  normativo  acusado  y

consecuentemente sobra la referencia a “ambos casos” contenida en el artículo 28, pues uno de ellos será

separado del ordenamiento jurídico por violación de principio de unidad de materia."



 
 
Artículo 29. Tasa por adición o prórroga. El ejecutor del proyecto una vez perfeccionado y celebrado el

contrato que materialice el esquema de Asociación Público Privado, al momento de realizar una solicitud de

adición o prórroga del contrato deberá pagar una tasa correspondiente al diez (10) por ciento del valor

solicitado si es una adición al contrato o el uno (1) por ciento del valor inicialmente pactado cuando se trata

de una prórroga del mismo, a título de contraprestación por los estudios que debe adelantar el Ministerio de

Hacienda y Crédito Público para dar trámite a la solicitud.

 

En caso que la solicitud corresponda a un proyecto que previamente haya sido
sometido a consideración del Consejo Nacional de política Económica y Social –
CONPES, la tasa correspondiente se reducirá al  (2%) dos por ciento del  valor
solicitado, si es una adición al contrato.
 
 
Artículo  30.  Asunción  del  contrato.  En  caso  de  incumplimiento  del  contratista,  los  financiadores

podrán continuar con la ejecución del contrato hasta su terminación directamente o a través de terceros.

 
 
Artículo 31. Entrega de bienes. En los contratos para la ejecución de Proyectos de Asociación Público

Privada se deberán especificar los bienes muebles e inmuebles del Estado o de los particulares, afectos a la

prestación del servicio o a la ejecución del proyecto, que revertirán al Estado a la terminación del contrato y

las condiciones en que lo harán.

 
 
Artículo 32.  Acuerdo de terminación anticipada.  En los  contratos  que  desarrollen  Proyectos  de

Asociación Público Privada, se incluirá una cláusula en la cual se establezca la fórmula matemática para

determinar las eventuales prestaciones recíprocas entre las partes a las que haya lugar para efectos de

terminarlos anticipadamente por mutuo acuerdo o en forma unilateral.

 
 
Artículo 33. Contratos para la elaboración de estudios, la evaluación de proyectos de iniciativa

privada y las interventorías. La elaboración de estudios, la evaluación de proyectos de iniciativa privada

y las interventorías de los contratos, se podrán contratar mediante el procedimiento de selección abreviada

de menor cuantía o mínima cuantía según su valor.

 



En los contratos para la ejecución de proyectos de asociación público privada la
interventoría deberá contratarse con una persona independiente de la entidad
contratante y del contratista. Dichos interventores responderán civil, fiscal, penal y
disciplinariamente, tanto por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del
contrato  de  interventoría,  como  por  los  hechos  u  omisiones  que  les  sean
imputables y causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración y
ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las
funciones de interventoría.
 
 
Artículo 34. Contratos vigentes. Por lo menos dos (2) años antes de la finalización de los contratos

de concesión vigentes a la expedición de la presente ley o de los contratos de Asociación Público Privada

que se celebren, la entidad pública contratante preparará el estudio que le permita tomar la decisión de

iniciar el proceso licitatorio para la celebración de un nuevo contrato o de dejar que el proyecto revierta a la

Nación.

 

En los contratos de plazo variable el interventor o supervisor estimará la fecha
tentativa de finalización e informará a la entidad estatal  cuándo se puede prever
que el contrato terminará dos (2) años antes.
 
 
Artículo 35. Subcomisión de seguimiento. Créase una subcomisión integrada por un (1) Senador y

un (1) Representante de las Comisiones Cuartas y un (1) Senador y un (1) Representante de las Comisiones

Sextas  del  Congreso  de  la  República,  con  la  finalidad  de  hacer  seguimiento  a  la  reglamentación  del

presente proyecto de ley.  El  Director de Planeación Nacional  convocará cada tres (3)  meses a dicha

Comisión. Dentro del informe anual rendido por el Departamento Nacional de Planeación al Congreso de la

República se incorporará un acápite específico sobre el avance en la aplicación de la presente ley.

 
 
Artículo  36.  Normas  Orgánicas.  *Modificado  por  elDecreto  2294  de  2012,  nuevo  texto:*  Son

normas  orgánicas  de  presupuesto  las  incluidas  en  los  artículos  26,27  y  28.

 

*Notas de vigencia*

 



Artículo modificado por el artículo 1° del  Decreto 2294 de 2012, publicado en el Diario Oficial No.

48608 Jueves, 8 de noviembre de 2012.

 

*Texto original de la Ley 1508 de 2012*

 
Artículo 36. Normas Orgánicas. Son normas orgánicas de presupuesto las incluidas en los artículos

27, 28 y 29.

 
 
Artículo  37.  Administración  de  proyectos.  Las  entidades  públicas  y  los  privados  que  realicen

asociaciones  público  privadas  de  las  que  trata  la  presente  ley  podrán  administrar  los  proyectos  de

asociación público privada a través de los Institutos de Fomento y Desarrollo Regional "INFIS".

 
 

Artículo 38.  Los gobiernos territoriales elaborarán y mantendrán debidamente
actualizados inventarios técnicos de obras de interés público para desarrollar en el
corto, mediano y largo plazo. Los particulares podrán invertir a riesgo propio, en
estudios y diseños sobre las obras de estos inventarios en los términos de la
presente ley.
 
 
Artículo 39. Vigencias y derogatorias.La presente ley deroga todas las disposiciones que le sean

contrarias, en particular el parágrafo 2° del artículo 32 de laLey 80 de 1993 y el artículo28 de la Ley

1150 de 2007.

 
 

El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Manuel Corzo Román.

 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.



 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Simón Gaviria Muñoz.

 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 10 de enero de 2012.

 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Carlos Echeverry Garzón.

 

El Ministro de Transporte,
Germán Cardona Gutiérrez.

 

El Director del Departamento Nacional de Planeación,
Hernando José Gómez Restrepo.



LEY 1507 DE 2012
LEY 1507 DE 2012

 
LEY 1507 DE 2012

 
(enero 10 de 2012)

por la cual se establece la distribución de competencias entre las entidades del Estado en materia de

televisión y se dictan otras disposiciones.

 
 

*Notas de vigencia*

 
Modificada parcialmente por el Decreto 2090 de 2012, publicado en el Diario Oficial No. 48578 Martes,

9 de octubre de 2012: "por el  cual se prorroga el  plazo de liquidación de la Comisión Nacional de

Televisión en Liquidación."

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Declarada EXEQUIBLE por los cargos analizados, por la corte constitucional mediante sentencia C-593-12

según comunicado de prensa de la Sala Plena No. 29 Julio 25 de 2012 Magistrado Ponente María Victoria

Calle Correa.

 
 

 

El Congreso de Colombia,
 
 

DECRETA:
 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1507-de-2012/


TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

 
Artículo 1°. Objeto, finalidad y alcance de la ley. En cumplimiento de lo ordenado por el artículo

tercero del Acto Legislativo número 02 de 2011, la presente ley teniendo en cuenta que la televisión es

un servicio público de competencia de la  Nación en el  que se encuentran comprendidos derechos y

libertades de las personas involucradas en el servicio de televisión, el interés general, el principio de

legalidad, el cumplimiento de los fines y deberes estatales, el funcionamiento eficiente y democrático de los

contenidos y demás preceptos del ordenamiento jurídico, define la distribución de competencias entre las

entidades del Estado que tendrán a su cargo la formulación de planes, la regulación, la dirección, la gestión

y el control de los servicios de televisión y adopta las medidas pertinentes para su cabal cumplimiento, en

concordancia con las funciones previstas en las Leyes 182 de 1995, 1341 de 2009 y el Decreto-ley

4169 de 2011.

 
 

TÍTULO II
DE LA AUTORIDAD NACIONAL DE TELEVISIÓN

 
Capítulo I

Naturaleza y funciones

 
Artículo 2°. Creación, naturaleza, objeto y domicilio de la Autoridad Nacional de Televisión

(ANTV). Créase la Autoridad Nacional de Televisión en adelante ANTV, como una Agencia Nacional Estatal

de

Naturaleza  Especial,  del  Orden  Nacional,  con  personería  jurídica,  autonomía
administrativa,  patrimonial,  presupuestal  y  técnica,  la  cual  formará  parte  del
sector de las Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones. La ANTV
estará  conformada  por  una  Junta  Nacional  de  Televisión,  que  será  apoyada
financieramente por  el  Fondo para  el  Desarrollo  de la  Televisión  (FONTV)  de que
trata el artículo 16 de la presente ley.
 
El objeto de la ANTV es brindar las herramientas para la ejecución de los planes y
programas  de  la  prestación  del  servicio  público  de  televisión,  con  el  fin  de  velar
por el acceso a la televisión, garantizar el pluralismo e imparcialidad informativa,
la  competencia  y  la  eficiencia  en  la  prestación  del  servicio,  así  como  evitar  las



prácticas monopolísticas en su operación y explotación, en los términos de la
Constitución y la ley. La ANTV será el principal interlocutor con los usuarios del
servicio de televisión y la opinión pública en relación con la difusión, protección y
defensa de los intereses de los televidentes y dirigirá su actividad dentro del
marco  jurídico,  democrático  y  participativo  que  garantiza  el  orden  político,
económico y social de la Nación.
 
El  alcance  de  su  autonomía  tiene  como  fin  permitirle  a  la  Autoridad  desarrollar
libremente sus funciones y ejecutar la política estatal televisiva. En desarrollo de
dicha autonomía administrativa, la Junta Nacional de la ANTV adoptará la planta de
personal que demande el desarrollo de sus funciones, sin que en ningún caso su
presupuesto de gastos de funcionamiento exceda el asignado en el presupuesto de
gastos de funcionamiento de la Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC)
a que se refiere la Ley 1341 de 2009.
 
La ANTV no podrá destinar recursos para suscripción de contratos u órdenes de
prestación de servicios personales, salvo en los casos establecidos en la ley.
 
El domicilio principal de la ANTV será la ciudad de Bogotá Distrito Capital.
 
Parágrafo  1°.  Para  efectos  de  los  actos,  contratos,  funcionarios,  regímenes
presupuestal y tributario, sistemas de controles y en general el régimen jurídico
aplicable, la ANTV, se asimila a un establecimiento público del orden nacional,
salvo lo previsto en la presente ley.
 

*Nota de vigencia*

 
Parágrafo derogado por el artículo 198 de la Ley 1607 de 2012, publicada en el Diario Oficial No. 48655

de 26 de diciembre de 2012: "Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras

disposiciones".

 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional



El aparte del artículo 198 de la Ley 1607 de 2012 fue declarado INEXEQUIBLE, [por infringir el principio de

unidad de materia], por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-933-14 según Comunicado de

Prensa de 3 de diciembre de 2014, Magistrada Ponente Dra. María Victoria Calle Correa.

Parágrafo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-580-13 de 28 de agosto de 2013, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

 

 

Parágrafo 2°. La ANTV no estará sujeta a control jerárquico o de tutela alguno y
sus actos solo son susceptibles de control ante la jurisdicción competente.
 
 
Artículo 3°. Funciones de la Autoridad Nacional de Televisión (ANTV). De conformidad con los fines

y principios  establecidos en el  artículo  2°  de la  Ley 182 de 1995,  la  ANTV ejercerá las  siguientes

funciones, con excepción de las consignadas en los artículos 10, 11, 12, 13, 14 y 15 de la presente ley:

 

a) Ejecutar para el cumplimiento de su objeto los actos y contratos propios de su
naturaleza;
 
b) Adjudicar las concesiones y licencias de servicio, espacios de televisión, de
conformidad con la ley;
 
c) Coordinar con la ANE los asuntos relativos a la gestión, administración y control
del espectro radioeléctrico;
 
d)  Diseñar  e  implementar  estrategias  pedagógicas  para  que  la  teleaudiencia
familiar e infantil puedan desarrollar el espíritu crítico respecto de la información
recibida a través de la televisión;
 
e) Sancionar cuando haya lugar a quienes violen con la prestación del servicio
público de televisión, las disposiciones constitucionales y legales que amparan
específicamente los derechos de la familia y de los niños;
 
f) Asistir,  colaborar y acompañar en lo relativo a las funciones de la ANTV, al



Ministerio  de  las  Tecnologías  de  la  Información  y  las  Comunicaciones  en  la
preparación y atención de las reuniones con los organismos internacionales de
telecomunicaciones en los que hace parte Colombia;
 
g) Asistir al Gobierno Nacional en el estudio y preparación de las materias relativas
a los servicios de televisión;
 
h) La ANTV será responsable ante el Congreso de la República de atender los
requerimientos  y  citaciones  que  este  le  solicite  a  través  de  las  plenarias  y
Comisiones;
 
i) Velar por el fortalecimiento y desarrollo de la TV Pública;
 
j) Promover y desarrollar la industria de la televisión;
 
k) Dictar su propio reglamento y demás funciones que establezca la ley.
 
 
 

Capítulo II

Organización y estructura de la ANTV

 

Artículo 4°. Composición de la Junta Nacional de Televisión. La ANTV tendrá una Junta Nacional

de Televisión integrada por cinco (5) miembros, no reelegibles, así:

 

a)  El  Ministro  de  Tecnologías  de  la  Información  y  las  Comunicaciones,  o  el
Viceministro delegado;
 
 

*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional



Literal declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-580-13 de 28 de agosto de 2013, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

 
 
b) Un representante designado por el Presidente de la República;
 
c) Un representante de los gobernadores del país;
 
d)  Un  representante  de  las  universidades  públicas  y  privadas  legalmente
constituidas y reconocidas por el Ministerio de Educación Nacional, acreditadas en
alta  calidad  conforme a  la  publicación  anual  del  SNIES  (Sistema Nacional  de
Información de la Educación Superior), con personería jurídica vigente, que tengan
por lo  menos uno de los siguientes programas:  derecho,  comunicación social,
periodismo, psicología, sociología, economía, educación, negocios internacionales,
administración  financiera,  pública  o  de  empresas;  ingeniería  de
telecomunicaciones,  eléctrica,  electrónica,  mecatrónica,  financiera,  civil,  de
sistemas o mecánica;  cine y televisión.  Las universidades señaladas,  además,
deberán  tener  programas  de  maestría  y/o  doctorados  en  áreas  afines  con  las
funciones  a  desarrollar;
 
e) Un representante de la sociedad civil.
 
La escogencia de los miembros de los literales c), d) y e) será mediante un proceso
de selección.  Para el  integrante señalado en el  literal  c)  cada uno de los 32
Gobernadores del país postulará un candidato. Para el integrante señalado en el
literal d). El Consejo Académico de cada una de las universidades que cumplan con
las  condiciones  señaladas  anteriormente,  postulará  un  candidato.  Una  vez  se
tengan los postulados de los literales c) y d) el Ministerio de Educación Nacional
designará tres universidades entre públicas y privadas que tengan acreditación
institucional de alta calidad vigente, y acreditación en alta calidad en por lo menos
10 programas, asignándole a cada una el respectivo proceso de selección. En el
evento que la universidad designada por el Ministerio de Educación Nacional para
el proceso de selección del literal d) tenga un postulado, este deberá ser retirado.
 
Para el integrante señalado en el literal e) se realizará un proceso de selección
previa convocatoria pública, que realizará la tercera universidad designada por el



Ministerio de Educación Nacional.
 
El término de selección en todos los casos será un máximo de tres meses. Para la
postulación y convocatoria pública se tendrá un término máximo de un mes. Para
la realización del proceso de selección las universidades designadas tendrán un
término de hasta dos meses. Las universidades designadas serán las encargadas
de establecer los parámetros a tener en cuenta en los procesos de selección.
 
En la primera conformación de la Junta Nacional de Televisión, a excepción del
Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el miembro de la
Junta Nacional señalado en el literal b) será elegido por un término de dos (2)
años; el miembro señalado en el literal c) será elegido por un término de tres (3)
años. El miembro señalado en el literal d) será elegido por un término de dos (2)
años. Y el integrante del literal e) será elegido por un término de cuatro (4) años.
Vencido el primer periodo señalado, cada miembro saliente será reemplazado para
un periodo igual de cuatro (4) años, no reelegibles. Todos los integrantes de la
junta actuarán con voz y voto en las decisiones de la Junta.
 
Parágrafo 1°.  En los casos de renuncia aceptada, muerte o destitución por la
autoridad competente de un miembro de la junta nacional, serán suplidas por el
mismo sistema de selección dependiendo del caso en particular establecido en la
presente ley.
 
Parágrafo 2°. El acto administrativo de posesión de los miembros que conformarán
la primera Junta Nacional de Televisión a excepción del Ministro de Tecnologías de
la Información y las Comunicaciones estará a cargo del Presidente de la República.
Las siguientes posesiones serán ante los demás miembros de la Junta Nacional de
Televisión conformada.
 
Parágrafo transitorio. La primera junta en propiedad será integrada dentro de los
tres  (3)  meses  siguientes  a  la  promulgación  de  esta  Ley,  y  se  entenderá
conformada con al menos tres (3) de sus miembros, con los cuales podrá sesionar
y decidir. En todo caso respetando lo previsto en el inciso primero del artículo 49
de la Ley 182 de 1995, modificado por el artículo 10 de la Ley 335 de 1996.
 
 
Artículo 5°. Requisitos y calidades para ser miembro de la Junta Nacional de Televisión. Para



los miembros de la Junta Nacional de Televisión, distintos del Ministro de Tecnologías de la Información y las

Comunicaciones, se exigirán los siguientes requisitos y calidades:

 

1. Ser ciudadano colombiano mayor de 30 años.
 
2. Tener título profesional en derecho, comunicación social, periodismo, psicología,
sociología,  economía,  educación,  negocios  internacionales,  administración
financiera,  pública  o  de  empresas;  ingeniería  de  telecomunicaciones,  eléctrica,
electrónica,  mecatrónica,  financiera,  civil,  de  sistemas  o  mecánica;  cine  y
televisión.
 
3. Tener título de maestría o doctorado en áreas afines con las funciones del cargo.
En caso de no contar con título de maestría o doctorado, deberá acreditar al
menos diez (10) años de experiencia y una especialización en los sectores a que
hace referencia el numeral segundo del presente artículo.
 
4.  Tener ocho (8)  años o más de experiencia profesional  en el  sector  de las
tecnologías de la información, de las telecomunicaciones, cultura y educación.
 
Parágrafo.  Excepto  el  Ministro  de  Tecnologías  de  la  Información  y  las
Comunicaciones,  todos  los  miembros  serán  de  dedicación  exclusiva.  Su
remuneración mensual será igual a la de un Experto Comisionado de la Comisión
de Regulación de Comunicaciones, incluyendo las prestaciones sociales aplicables.
 
 
Artículo 6°. Funciones de la Junta Nacional de Televisión. Son funciones de la Junta Nacional de

Televisión:

 

a) Adoptar las medidas necesarias para desarrollar el objeto y las funciones de la
entidad;
 
b) Adoptar las decisiones necesarias para que la ANTV desarrolle las funciones que
en materia de políticas públicas le atribuye la presente ley;
 
c) Adoptar las decisiones necesarias para que la ANTV desarrolle sus funciones;



 
d) Otorgar las concesiones para la prestación del servicio público de televisión,
incluyendo la  asignación de espectro radioeléctrico,  cuando aplique,  así  como
otorgar las concesiones de espacios de televisión;
 
e) Aprobar la prórroga de las concesiones para la prestación del servicio público de
televisión, incluyendo la asignación de espectro radioeléctrico cuando aplique, así
como las de las concesiones de espacios de televisión;
 
f) Fijar las tarifas, tasas, precios públicos y derechos ocasionados por la prestación
del servicio de televisión; de conformidad con el literal g) del artículo 5° de la Ley

182 de 1995;
 
g) Aprobar el proyecto de presupuesto anual de la entidad que le sea presentado
por el Director, de conformidad con la ley;
 
h)  Determinar  la  planta  de  personal  de  la  entidad,  creando,  suprimiendo  o
fusionando los cargos necesarios para su buena marcha, de conformidad con la
ley;
 
i)  Adoptar  los  manuales,  estatutos  y  reglamentos  internos  de  la  entidad,  de
conformidad con la ley;
 
j)  Sancionar,  de  conformidad  con  las  normas  del  debido  proceso  y  con  el
procedimiento previsto en la ley, a los operadores del servicio, a los concesionarios
de  espacios  de  televisión  y  a  los  contratistas  de  los  canales  regionales  por
violación de sus obligaciones contractuales, o por transgresión de las disposiciones
legales y reglamentarias o de las de la ANTV, relacionadas con el servicio.
 
k) Reglamentar de modo general las condiciones y requisitos que deben cumplir
los  acuerdos  que celebren los  concesionarios  de  espacios  de  televisión  y  los
contratistas  de  televisión  regional  para  modificar,  sin  más  limitaciones  que  las
derivadas de la voluntad mayoritaria de los mismos y del respeto de los derechos
que los amparan, el carácter y la modalidad de los espacios de que son titulares, la
franja de audiencia, los horarios de emisión y la duración de los programas, entre
otros;
 



l) Establecer las condiciones para que los canales regionales de los que hagan
parte  entidades  territoriales  de  zonas  de  frontera  puedan  asociarse,  en
condiciones de reciprocidad y observando los acuerdos y tratados internacionales
de integración y cooperación, con entidades territoriales del país vecino, para la
prestación del servicio público de televisión;
 
m) Reglamentar lo relativo al servicio de televisión étnica y afrocolombiana a la
que se refiere el parágrafo 2° del artículo 20 de laLey 335 de 1996 como acción
afirmativa para que a través de los entes que por mandato legal del artículo 35 de
la Ley 70 de 1993 se desarrollen procesos de etnoeducación;
 
n) Promover y reglamentar lo atinente a la participación ciudadana en los temas
que  puedan  afectar  al  televidente,  especialmente  lo  referido  al  control  de
contenidos audiovisuales;
 
o) Reglamentar las veedurías ciudadanas en materia de la prestación del servicio
público de televisión, así como la promoción y fomentos de las mismas;
 
p) Ejercer las demás funciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos de
la entidad, que no estén expresamente asignadas a otra dependencia de la misma.
 
 
Artículo 7°. Director de la ANTV. La ANTV tendrá un Director elegido por la mayoría simple de los

miembros de la Junta Nacional de Televisión, el cual tendrá las siguientes funciones:

 

1. Representar Legalmente la ANTV.
 
2. Ejecutar e implementar las determinaciones de la Junta Nacional de Televisión
de la ANTV.
 
3. Designar, nombrar y remover, así como aprobar las situaciones administrativas
de los funcionarios adscritos a la planta de personal de la entidad de conformidad
con la normatividad jurídica vigente.
 
4. Administrar en forma eficaz y eficiente los recursos financieros, administrativos
y de personal, para el adecuado funcionamiento de la ANTV.



 
5. Presentar para aprobación de la Junta Nacional de Televisión los manuales,
estatutos y reglamentos a que haya lugar de conformidad con la presente ley.
 
6. Actualizar, mantener y garantizar la confiabilidad de la información que reposa
en la ANTV.
 
7. Presentar para aprobación de la Junta Nacional de Televisión el proyecto de
presupuesto anual de la entidad.
 
8. Celebrar los contratos y en general desarrollar las actividades administrativas
necesarias de la ANTV para cumplir con su misión.
 
9. Y las demás que le asigne la Junta Nacional de Televisión en los estatutos.
 
Parágrafo.  Para  ser  Director  de  la  ANTV se  exigirán  los  mismos  requisitos  y
calidades de los miembros de la Junta Nacional de Televisión contenidos en el
artículo 5° de la presente ley. El Director será de libre nombramiento y remoción.
 
 
Artículo 8°. Inhabilidades para ser elegido miembro de la Junta Nacional de Televisión y

Director de la ANTV. Además de las inhabilidades previstas en forma general en las leyes para el ejercicio

de funciones públicas, no podrán ser miembros de la Junta Nacional de Televisión ni Director de la ANTV:

 

1. Quienes durante el año anterior a la fecha de elección, sean o hayan sido
miembros de juntas o consejos directivos, representantes legales, funcionarios o
empleados  en  cargos  de  dirección  y  confianza  de  los  proveedores  de  redes  y
servicios  de  comunicaciones,  incluidos  los  servicios  de  televisión.
 
2. Quienes dentro del año inmediatamente anterior a la elección hayan sido en
forma  directa  o  indirecta,  asociados,  accionistas  o  propietarios  de  cualquier
sociedad, o persona jurídica proveedora de redes y servicios de comunicaciones,
incluidos los servicios de televisión.
 
3. El cónyuge, compañera o compañero permanente, o quienes se hallen en el
primer grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil de cualquiera



de las personas cobijadas por las causales previstas en los numerales anteriores o
de aquellos miembros de las corporaciones públicas de elección popular.
 
4. Las consagradas en la Ley 1474 de 2011,  "por la cual  se dictan normas
orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de
actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública".
 
 
Artículo 9°. Incompatibilidades de los Miembros de la Junta Nacional de Televisión y Director

de la ANTV. El ejercicio de las funciones de miembro de la Junta Nacional de Televisión y Director de la

ANTV serán incompatibles con todo cargo de elección popular y con el ejercicio de cualquier actividad

profesional o laboral diferente a la de ejercer la cátedra universitaria. En todo caso aplicaran también las

establecidas en la Ley 1474 de 2011.

 
 

TÍTULO III
 

Capítulo I

De la distribución de competencias

 

Artículo 10. Distribución de funciones en materia de política pública.  Sin  perjuicio  de  la

potestad reglamentaria del Presidente de la República, todas las autoridades a que se transfieren funciones

en virtud de la presente Ley, ejercerán, en el marco de sus competencias, la función que el literal a) del

artículo 5° de la Ley 182 de 1995 asignaba a la Comisión Nacional de Televisión.

 
 
Artículo 11. Distribución de funciones en materia de control y vigilancia. La Autoridad Nacional de

Televisión ANTV ejercerá las funciones que el literal b) del artículo 5° de la Ley 182 de 1995 asignaba a la

Comisión Nacional de Televisión, sin perjuicio de las actividades relacionadas con la dirección y manejo de

la actividad concesional que en calidad de entidad concedente deba realizar la ANTV, de conformidad con el

artículo  14  de  la  presente  ley,  y  de  aquellas  relacionadas  con  el  control  y  vigilancia  del  espectro

radioeléctrico para la prestación del servicio de televisión de acuerdo con el artículo 15 de la presente ley.

 



Parágrafo.  Corresponderá  a  la  ANTV  ejercer  el  control  y  vigilancia  por  el
cumplimiento de las normas relacionadas con los contenidos de televisión.
 
 
Artículo 12. Distribución de funciones en materia de regulación del servicio de televisión. La

Comisión  de  Regulación  de  Comunicaciones  (CRC)  a  que  se  refiere  la  Ley  1341  de  2009  ejercerá  en

relación con los  servicios  de televisión,  además de las  funciones que le  atribuye dicha Ley,  las  que

asignaban a la Comisión Nacional de Televisión el Parágrafo del artículo 18, el literal a) del artículo 20, y el

literal c) del artículo 5°  de la Ley 182 de 1995,  con excepción de los aspectos relacionados con la

reglamentación contractual de cubrimientos, encadenamientos y expansión progresiva del área asignada, y

de los aspectos relacionados con la regulación de franjas y contenido de la programación, publicidad y

comercialización, que corresponderán a la ANTV. En particular, la CRC tendrá la función de establecer las

prohibiciones  a  que  se  refiere  el  artículo  53  de  la  Ley  182  de  1995,  salvo  cuando  se  relacionen  con

conductas  que  atenten  contra  el  pluralismo  informativo,  caso  en  el  cual  tales  prohibiciones  serán

establecidas por la ANTV.

 

Para  el  caso  de  los  operadores  del  servicio  de  televisión,  el  Fondo  para  el
Desarrollo de la Televisión y los Contenidos transferirá a la CRC el equivalente a la
contribución por regulación a que se refieren el artículo 24 de la Ley 1341 de 2009 y
artículo  11  de  la  Ley  1369 del  mismo año,  o  las  normas que los  adicionen,
modifiquen o sustituyan.
 
 
Artículo 13. Distribución de funciones en materia de prácticas restrictivas de la competencia

e integraciones empresariales. La Superintendencia de Industria y Comercio de conformidad con lo

previsto en la Ley 1340 de 2009, seguirá conociendo de las funciones que el literal d) del artículo 5° de

laLey 182 de 1995,  y el artículo 2° de la Ley 680 de 2001, le atribuían a la Comisión Nacional de

Televisión.

 
 
Artículo 14. Distribución de funciones en materia de otorgamiento de concesiones. La ANTV

ejercerá las funciones que conferían a la Comisión Nacional de Televisión el literal e) del artículo 5° de

laLey 182 de 1995, y en materia de concesiones, el literal g) del mismo artículo, con excepción de la

función al régimen de uso del espectro radioeléctrico quedará a cargo de la Agencia Nacional de Espectro

(ANE). En particular, la ANTV ejercerá la función prevista en el artículo 25 de la Ley 182 de 1995 sobre

distribución de señales incidentales.



 

Parágrafo 1°. En todo caso la asignación de frecuencias de la televisión estará a
cargo de la ANTV.
 
Parágrafo  2°.  Dentro  de  los  seis  (6)  meses  siguientes  a  la  expedición  de  la
presente ley la ANTV otorgará las concesiones de televisión por suscripción a las
empresas públicas proveedoras de redes y servicios de telecomunicaciones que
así lo soliciten, previo cumplimiento de las condiciones establecidas por la entidad
para el efecto.
 
 
Artículo 15. Distribución de funciones en materia del espectro. La intervención estatal en el

espectro electromagnético destinado a los servicios de televisión, estará a cargo de la Agencia Nacional del

Espectro (ANE) de conformidad con lo determinado en la Ley 1341 de 2009 y el Decreto-ley 4169 de

2011. En particular, la ANE ejercerá las funciones previstas en los artículos 24,26 y 27 de la Ley 182 de

1995.

 

La ANTV será la  encargada de asignar  las  frecuencias que previamente haya
atribuido la Agencia Nacional del Espectro (ANE) para la operación del servicio de
televisión.
 

 
 

Capítulo II

Del Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos

 

Artículo 16. Creación y objeto del fondo para el desarrollo de la televisión y los contenidos.

Créase el Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos como una cuenta especial a cargo de la

ANTV.

 

El objeto del Fondo es el fortalecimiento de los operadores públicos del servicio de
televisión, la financiación de programación educativa y cultural a cargo del Estado
y el  apoyo a  los  contenidos de televisión de interés  público  desarrollado por



operadores sin ánimo de lucro además de financiar el funcionamiento de la ANTV.
 
 
Artículo 17. Transferencia del Patrimonio de la Comisión Nacional de Televisión. A partir de la

entrada en vigencia de la presente ley, los ingresos y bienes que de acuerdo con el artículo 16 de la Ley

182 de 1995  constituyen el  patrimonio  de  la  Comisión  Nacional  de  Televisión  serán trasladados  al

patrimonio de la ANTV, quien los administrará a través del Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los

Contenidos como cuenta especial a cargo suyo.

 

Parágrafo. La transferencia a que se refiere el presente artículo será efectuada por
la Comisión Nacional de Televisión durante el plazo de su liquidación.
 
 
Artículo 18. Distribución de los recursos del fondo. El Fondo para el Desarrollo de la Televisión y

los Contenidos destinará anualmente, como mínimo, el 60% de sus recursos para el fortalecimiento de los

operadores públicos del servicio de televisión.

 

En cualquier caso, el giro de los recursos para cada uno de los operadores se
efectuará  en  una sola  anualidad  y  no  por  instalamientos,  de  acuerdo  con  la
reglamentación que para el efecto expida la ANTV, sin que en ningún caso tales
recursos puedan ser destinados a gastos de funcionamiento, excepto para el caso
de RTVC.
 
Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Fondo de las Tecnologías de
la Información y las Comunicaciones (Fontic) destinará al Fondo para el Desarrollo
de la Televisión y los Contenidos, para el fortalecimiento de la televisión pública y
los  contenidos digitales  y  audiovisuales como mínimo el  10% de los  ingresos
derivados de la asignación de los permisos para uso de las frecuencias liberadas
con ocasión de la transición de la televisión análoga a la digital.
 
El Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos destinará anualmente
para cubrir los gastos de funcionamiento de la ANTV, como máximo el equivalente
a  0,3% de  los  ingresos  brutos  generados  por  la  industria  abierta  y  cerrada
independientemente  de  la  modalidad  de  prestación  durante  el  año
inmediatamente anterior al del cálculo que para el efecto realizará cada año el



mencionado fondo.
 
Todos los ingresos que se perciban por concepto de concesiones para el servicio
de televisión, en cualquiera de sus modalidades, serán destinados a la financiación
de  la  operación,  cobertura  y  fortalecimiento  de  la  televisión  pública  abierta
radiodifundida;  financiar,  fomentar,  apoyar  y  estimular  los  planes,  programas  y
proyectos orientados a la promoción de contenidos audiovisuales y apoyar los
procesos de actualización tecnológica de los usuarios de menores recursos para la
recepción de la televisión digital terrestre radiodifundida.
 
 En caso de ser necesario la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público,
transferirá  al  Fondo para  el  Desarrollo  de  la  Televisión  y  los  Contenidos,  los
recursos suficientes para que pueda cumplir con el pago de las acreencias que se
reciban o resultaren del proceso liquidatorio de la Comisión Nacional de Televisión
y que deben ser asumidas por la ANTV y el Fondo en mención.
 
Parágrafo 1°. Con el fin de hacer más eficiente la utilización de los recursos que el
Fondo  para  el  Desarrollo  de  la  Televisión  y  los  Contenidos  destina  a  financiar  la
televisión pública, el servicio de Televisión Digital Terrestre a cargo de la RTVC, o
quien haga sus veces, y los canales regionales, será prestado a través de una
misma infraestructura de red.
 
Parágrafo 2°. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,
podrá aportar recursos al fortalecimiento y capitalización de los canales públicos
de Televisión.  Parágrafo  transitorio.  Autorízase al  Gobierno Nacional  para  que
realice las operaciones presupuestales necesarias para el cabal cumplimiento de lo
dispuesto en la presente ley

 

 
 

TÍTULO IV
DISPOSICIONES FINALES

 
Artículo 19. Pasivo pensional de ex trabajadores de Inravisión. El pago de todas las obligaciones

pensiónales  legales,  convencionales,  plan  anticipado  de  pensiones,  bonos  pensiónales,  cuotas  partes



pensiónales, auxilios funerarios, indemnizaciones sustitutivas, y demás emolumentos a que haya lugar, a

favor de los ex trabajadores del Instituto Nacional de Radio y Televisión (Inravisión), hoy liquidado, será

asumido por parte de Caprecom en una proporción equivalente a la del valor del pasivo pensional que

representen  los  recursos  trasladados  por  el  Ministerio  de  Tecnologías  de  la  Información  y  las

Telecomunicaciones  para  este  efecto,  derivados,  de  la  asignación  de  los  permisos  para  uso  de  las

frecuencias liberadas con ocasión de la transición de la televisión análoga a la digital. Los pagos que no

sean asumidos por Caprecom continuarán a cargo del Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los

Contenidos.

 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional

La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda

mediante Sentencia C-580-13 de 28 de agosto de 2013, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt

Chaljub.

 
 
Artículo  20.  Liquidación de la  Comisión Nacional  de Televisión.  De conformidad  con  el  Acto

Legislativo número 02 de 2011  artículo  tercero,  una vez quede conformada la  Junta Nacional  de

Televisión, las entidades del Estado a las cuales se han distribuido competencias, según la presente ley,

asumirán e iniciarán el ejercicio de las mismas y la Comisión Nacional de Televisión entrará en proceso de

liquidación  y  utilizará  para  todos  los  efectos  la  denominación  Comisión  Nacional  de  Televisión  –  en

Liquidación. El régimen de liquidación será el determinado por el Decreto-ley 254 de 2000 y las normas

que lo modifiquen o adicionen, salvo lo que fuera incompatible con la presente ley. La Comisión Nacional de

Televisión – en Liquidación, no podrá iniciar nuevas actividades en desarrollo de sus funciones y conservará

su capacidad jurídica únicamente para expedir los actos, celebrar los contratos y adelantar las acciones

necesarias para su liquidación, incluyendo aquellas requeridas para el proceso de empalme con las demás

entidades.

 
En consecuencia, la Comisión Nacional de Televisión – en Liquidación, no podrá realizar ninguna clase de

contrato directo o por licitación pública o de concurso, que tenga como propósito adelantar asesorías,

consultorías o auditorías, que no estén con el proceso liquidatorio.

 
El período de liquidación de la Comisión Nacional de Televisión deberá concluir a más tardar en un plazo de

seis (6) meses contados a partir de su inicio. Vencido el término de liquidación señalado o declarada

laterminación del proceso liquidatorio con anterioridad a la finalización de dicho plazo, terminará para todos



los  efectos  la  existencia  jurídica  de  la  Comisión  Nacional  de  Televisión.  El  Gobierno  Nacional  podrá

prorrogar el plazo de liquidación de manera motivada cuando las circunstancias así lo aconsejen, en todo

caso la prórroga no podrá exceder de un término mayor a seis (6) meses.

 
Los servidores públicos de la Comisión Nacional de Televisión – en Liquidación,
deberán  ser  amparados  bajo  las  normas  legales  laborales  vigentes.  Los
funcionarios de carrera administrativa y provisionales, recibirán el tratamiento que
se establece en el parágrafo 3° del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011 y decretos
reglamentarios.  Durante  el  proceso  liquidatorio  se  prohíbe  vincular  nuevos
servidores  públicos.  La  Nación  –  Ministerio  de  Hacienda  y  Crédito  Público,
transferirá en caso de ser necesario,  a la entidad en liquidación,  los recursos
suficientes  para que pueda cumplir  con el  pago de las  indemnizaciones y  demás
acreencias laborales a que tengan derecho los servidores que sean retirados.
 
*Nota de vigencia*

 
Plazo dispuesto para la liquidación de la Comisión Nacional de Televisión en Liquidación prorrogado hasta

el 10 de abril de 2013, por el artículo 1° del Decreto 2090 de 2012, publicado en el Diario Oficial No.

48578 Martes, 9 de octubre de 2012.

 
 
 
Artículo  21.  Liquidación  de  contratos  y  cesión  de  la  posición  contractual,  judicial  y

administrativa. Todos los contratos celebrados por la Comisión Nacional de Televisión para la atención de

gastos de funcionamiento deberán ser terminados y liquidados por la Comisión Nacional de Televisión en

Liquidación.

 
Por  Ministerio  de  la  presente  ley,  las  entidades  públicas  a  las  que  se  transfieren  las  funciones  de  la

Comisión Nacional de Televisión la sustituirán en la posición contractual de los demás contratos, de acuerdo

con la distribución de funciones que la presente ley ordena.

 
De la misma manera, las mencionadas entidades sustituirán a la Comisión Nacional de Televisión en la

posición que esta ocupe en los procesos judiciales en curso, incluyendo arbitramentos en que esta participe

en cualquier calidad. Igualmente tales entidades públicas continuarán sin solución de continuidad, con las

actuaciones administrativas que se encuentren en curso a la entrada en vigencia de la presente ley. La

Comisión Nacional de Televisión, en liquidación, coordinará con dichas entidades el cumplimiento de lo



dispuesto en los incisos 2°, 3° y 4° de este artículo.

 
 
Artículo 22. Transferencia supletiva. Las funciones de la Comisión Nacional de Televisión que no sean

objeto de mención expresa en la presente ley, se entenderán transferidas a la Autoridad Nacional de

Televisión (ANTV).

 
 
Artículo 23. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas

las disposiciones que le sean contrarias, en especial el literal l del artículo 5 y el inciso segundo del numeral

3 del artículo37 de la Ley 182 de 1995, en cuanto a la vinculación de los canales regionales a la Comisión

Nacional de Televisión.

 
El Presidente del honorable Senado de la República,

Juan Manuel Corzo Román.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Simón Gaviria Muñoz.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 10 de enero de 2012.

 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 Juan Carlos Echeverry Garzón.

 
La Viceministra de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, encargada de las funciones del

Despacho del Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,



María Carolina Hoyos Turbay.

 


